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			Prólogo a la edición chilena

			El texto que se presenta a continuación constituye la traducción de mi tesis doctoral de Sociología1 defendida suma cum laude en la Universidad Paris I Panthéon-Sorbonne en enero de 2011. Su publicación en Chile es el punto culminante de este trabajo, así como el resultado de un largo proceso. 

			En un primer tiempo, el texto original de la tesis doctoral fue trabajado para su publicación en Francia en 2012 por la editorial l’Harmattan, con la ayuda imprescindible de la profesora Bérengère Marques Pereira. Esta publicación tuvo un lanzamiento en Chile en 2013 organizado por la Colectiva Feminista Las Sueltas, primero en Valparaíso en el Centro Cultural Playa Ancha, y después en Santiago, en el Centro de Estudios de Género de la Universidad de Chile. 

			El objetivo de llevar el texto a su lectorado de destino inicial, es decir el público chileno, seguía sin embargo pendiente. Tras recorridos paralelos en lo personal y profesional y múltiples intentos por lograr una publicación en este país, en 2018 la editorial Lom aceptó el manuscrito y el Instituto Chileno Francés facilitó un financiamiento para la traducción al castellano.

			Es con mucha emoción y una mezcla de alegría, alivio y orgullo que, diez años después de la primera publicación de mi trabajo doctoral, tengo el agrado de presentar este texto a los lectores de habla hispana, lo que le viene a dar sentido y término plenos a este trabajo. 

			Los cambios que ha vivido Chile durante los últimos diez años han sido numerosos y complejos, los que han incidido también en mis objetos de estudio, por lo que ellos superan cualquier intento de resumirlos en algunas páginas. 

			En este prólogo se plantean unas notas más bien descriptivas para dar cuenta del alcance de este cambio aun en movimiento.

			Los dos objetos de estudio, los activismos feministas, por un lado, y las políticas públicas de género, por otro, se han transformado con distintos niveles de radicalidad, abriendo una nueva temporalidad de redefinición colectiva de las bases del contrato social en Chile. En este sentido, el tiempo de la postdictadura que abarca el análisis está llegando a su término, con posibilidades distintas y un debate en cuanto a su fecha definitiva2.

			Por un lado, la fuerza y la persistencia de los levantamientos sociales, la energía y la esperanza de la exigencia de cambios desde los movimientos sociales, con las feministas en posición de vanguardia, han puesto en tela de juicio la arquitectura institucional y los supuestos económicos y sociales neoliberales heredados de la dictadura. Por otro lado, los cambios político-institucionales, por cierto tardíos y parciales pero por fin concretados, principalmente en el segundo gobierno de Michelle Bachelet (2014-2018), fueron modificando las condiciones de ejercicio de los derechos de ciudadanía. Este movimiento doble, ni linear ni sincrónico, sino más  bien puntuado por explosiones y tensiones,  abrió el espacio para un ejercicio colectivo de resignificación de la democracia, a la vez que significa en su conjunto que el paisaje descrito y analizado en este texto ha quedado consignado en el pasado. 

			El fin al sistema electoral binominal (mayo 2015), el voto voluntario y la inscripción automática (enero 2012), el voto de los y las chilenas en el exterior (mayo 2014), la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales3 (el llamado aborto terapéutico, septiembre 2017), la reconfiguración del escenario político tras la experiencia de la alternancia política (con los dos gobiernos de derecha de Sebastián Piñera, 2010-2014 y 2018-presente) y el surgimiento de una nueva generación de representantes electas/os y de votantes, han agrietado la agenda política, permitiendo nuevas configuraciones y líneas de fractura. 

			En cierto sentido, estos intentos por llevar a cabo los cambios en el marco institucional-democrático gatillaron una profundización de la frustración, debido, entre otras cosas, a la falta de promesas cumplidas y concretadas y a un patente agotamiento de la paciencia para con la táctica reformista imperante desde 1990. En efecto, paradójicamente, tanto había cambiado y sin embargo tanto seguía siendo empecinadamente como antes: el ejercicio obstaculizado y diferenciado, según la clase social, de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres; un derecho laboral que no protege a las y los trabajadores y no garantiza poder de negociación colectiva; una precariedad generalizada, a falta de un sistema de salud y de pensiones público y universal; una desprotección frente a los accidentes de la vida individuales y colectivos (como la pandemia de COVID-19); una clase política endógena e indiferente a las necesidades y demandas de la población (con notables excepciones de experiencias locales, como Jorge Sharp, electo alcalde de Valparaíso en 2016, reelecto en 2021; o Daniel Jadue, PC, alcalde de Recoleta desde 2012). 

			El despertar del mayo feminista de 2018, seguido por el estallido social de octubre de 2019 se erigieron en movimientos masivos que sucedieron a revueltas fundamentales, como el movimiento estudiantil de 2011 o la llamada revolución de los pingüinos (de los y las estudiantes secundarias) de 2006, así como a años de organización y rebelión: por los derechos de los pueblos indígenas, y en especial del pueblo nación mapuche; por la justicia y el fin a la impunidad de las violaciones de derechos humanos por la dictadura de Pinochet; por los derechos básicos vulnerados por un sistema capitalista neoliberal consagrado por la institucionalidad y amparado por el consenso de los gobernantes (como el derecho al agua, a la vivienda, a la salud o a la educación); por un urgente reconocimiento efectivo del derecho a la no discriminación y a la disidencia. 

			Todo lo anterior llevó a un cuestionamiento profundo y sin concesiones del estado de la equidad y la justicia social en Chile, en un momento de ebullición del activismo social y político, y de manifestaciones del descontento en el espacio público. La respuesta automática y trágica de la represión4, lejos de aplacar las protestas, consolidó el apoyo de la opinión a una voluntad considerada legítima de tener voz y voto en la construcción de una sociedad más justa y solidaria, en particular por parte de la juventud.

			La crisis y el cuestionamiento ciudadano al orden político-económico-social fueron de tal magnitud que se logró concretar una reivindicación histórica de los movimientos sociales contemporáneos: un verdadero proceso constituyente, democrático, para decidir juntas y juntos los principios y derechos fundamentales de la democracia chilena. El plebiscito de octubre de 2021, con la opción de la Convención constituyente, y luego las elecciones de convencionales constituyentes en que triunfaron candidaturas jóvenes, independientes, con trayectorias militantes y con representación contundente de minorías políticas (pueblo mapuche, mujeres, jóvenes), demostraron el amplio apoyo a este ejercicio y al objetivo de dejar la Constitución de la dictadura en el pasado.

			No obstante este ímpetu de cambio estructural, en diciembre de 2021 Chile estuvo suspendido nuevamente en una gran incertidumbre y convulsionado por el cruce de caminos históricos en que se encontraba la profundización del proceso de cambio social o el retroceso al statu quo. De la segunda vuelta de la elección presidencial dependía la continuidad del proceso constituyente, y más generalmente la concreción de mayores derechos y justicia social para la ciudadanía chilena y las y los migrantes en el país. 

			El triunfo electoral de Gabriel Boric (Apruebo Dignidad) el 19 de diciembre 2021, en la segunda vuelta de la elección presidencial, contra el candidato de extrema derecha José Antonio Kast (Partido Republicano), marca la adhesión del electorado al proyecto de trazar un camino nuevo.

			El texto que se reproduce aquí no fue modificado para tomar en cuenta este escenario nuevo, que merece atención plena e independiente. Fue publicado en 2011-2012 y trata del periodo 1990-2010. Así, se hicieron cambios menores y editoriales para aclarar la lectura5. Asimismo, se impuso el uso del pretérito donde en el texto inicial había otras formas del pasado o un presente de la narración, ya que otros tiempos verbales producían perplejidad y falta de claridad.

			El solo hecho de escribir estas líneas muestra cuánto camino se ha recorrido en estos diez años, lo que es un motivo de satisfacción y júbilo. Me alienta aún más la posibilidad de hacer una contribución al entendimiento de la situación actual mediante el análisis del pasado reciente. Me anima la profunda convicción de que la oportunidad de una nueva Constitución será aprovechada para consagrar y hacer efectivos derechos fundamentales y sentar las bases de un sistema económico menos depredador y más digno e igualitario para todos, y especialmente para todas. 

			Diciembre, 2021.

			

			
				
					1	Fue dirigida por el Profesor Bruno Lautier y realizada en el Instituto de Estudios del Desarrollo Económico y Social (IEDES).

				

				
					2	Se podría argumentar que la alternancia política de 2010, con la llegada al poder del primer gobierno de derecha democráticamente electo en más de 40 años, es un momento clave que marca el final de veinte años de gobierno de la Concertación. Sin embargo, el proceso constituyente iniciado con el estallido social de 2019 y luego con el plebiscito y las elecciones de la Convención constituyente en 2021 encaminan a una clausura más institucional del periodo post-dictatorial. 

				

				
					3	Las tres causales son el peligro para la vida de la madre; la inviabilidad fetal de carácter letal; el embarazo producto de una violación. 

				

				
					4	Cf. Informe Jurídico de Amnistía Internacional: Responsabilidad Penal por Omisión de los Mandos con Ocasión de los Crímenes Cometidos Durante el Estallido Social (octubre 2021); Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Informe sobre la Misión a Chile, 30 de octubre-22 de noviembre 2019 (2019).

				

				
					5	Por ejemplo, hablar del «primer gobierno de Sebastián Pinera» y no simplemente del «gobierno de S. Piñera»

				

			

		


		
			Introducción

			En el Cono Sur, las décadas de 1980 y 1990 se caracterizaron por el retorno a sistemas políticos democráticos, después de las dictaduras que se instauraron en los años sesenta y setenta. Este hecho no fue el resultado de levantamientos revolucionarios ni de golpes de Estado, sino más bien el producto de negociaciones entre las «partes», que marcan el inicio de los procesos de «transición», es decir la restitución gradual y vigilada de los mecanismos electorales y representativos. Esto, tras muchos años de represión y violencia, de persecución y destrucción, pero también de organización, resistencia y movilización de las masas implicadas.

			En Chile, el golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973 terminó brutalmente con la «vía chilena al socialismo», que se había iniciado en el gobierno de la Unidad Popular bajo la dirección del presidente Salvador Allende. En los primeros años de la dictadura del general Pinochet, los servicios secretos (DINA6 y luego CNI7) arrestaron, torturaron y asesinaron a miles de militantes de los partidos de izquierda, de las organizaciones obreras y populares. Miles de chilenas y chilenos8 se vieron forzados a vivir en la clandestinidad y el exilio. Las direcciones del MIR (Movimiento de Izquierda Revolucionaria), del Partido Comunista (PC) y del Partido Socialista (PS) fueron aniquiladas, y sus organizaciones desarticuladas. Algunos de los que intentaron refugiarse en los países vecinos fueron encontrados y ejecutados en el marco del Plan Cóndor, en el que participaron los servicios secretos de Chile, Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay y Estados Unidos. Los centros de tortura clandestinos –Estadio Nacional, Villa Grimaldi, Cuatro Álamos, Londres 38, entre otros– se llenaron y se procedió a borrar meticulosamente todas las huellas de quienes habían sido asesinados. Luego de que aparecieron los primeros cuerpos, en los hornos de Lonquén9, los militares hicieron vaciar las fosas clandestinas, en la llamada operación «Retiro de televisores»10, que hizo desaparecer los cuerpos tirándolos al mar. Más tarde, con el propósito de avivar el miedo en sectores precisos de la población, se exhibieron cuerpos en plena vía pública, como señal de advertencia a otros y otras militantes o a la población en general: es el caso de los Degollados11, en 1985, y de los cuatro asesinados como represalia por el atentado frustrado contra Pinochet, en 198612. 

			A pesar del incesante trabajo que efectuaron personas en el exilio, en Europa, en América del Sur, en la Unión Soviética, en Cuba, México o Venezuela, para exponer estos crímenes al mundo, solo a finales de los años 70 las agrupaciones de familiares de detenidos desaparecidos y de presos políticos se organizan y adquieren mayor visibilidad, particularmente gracias a la acción de la iglesia, con la Vicaría de la Solidaridad13.

			Durante la década de los ochenta, una profunda crisis económica arrastra a gran parte de la población chilena al desempleo y a la miseria, mientras que la dictadura, guiada por los Chicago Boys14, elimina el sistema de seguridad social y privatiza los servicios y bienes públicos, incluyendo la salud y la educación. La solidaridad familiar y territorial se despliega en los barrios, buscando organizar formas de sobrevivencia, mientras que los sindicatos llaman a jornadas de acción con protestas durante el día y cacerolazos en las noches. El ritmo de las movilizaciones se intensifica a pesar de la represión, de los arrestos, las redadas en los barrios, los toques de queda y los estados de sitio. Un movimiento social de oposición a la dictadura logra reunir a los pobladores, trabajadores, estudiantes y secundarios, mientras que los partidos de oposición tienen dificultades para reconstruirse. 

			En ambos casos, las mujeres están en la primera línea de las luchas. Como madres, esposas, hijas o hermanas de los desaparecidos, exigen del poder respuestas sobre el paradero de sus familiares. Las someten a las mismas persecuciones y violencias que los hombres, pero con particular ensañamiento por su género: de ello dan cuenta las torturas sexuales, las violaciones, las militantes ejecutadas y «desaparecidas». En una dictadura que busca restaurar el orden moral en una sociedad «gangrenada por el cáncer marxista», el pelo corto y los pantalones son un motivo de interpelación. Las mujeres que quedan, aquellas que buscan a sus familiares, utilizan la feminidad –que tanto pregona el régimen– para exigir su derecho, incuestionable como madres, esposas, hijas o hermanas, de conocer el paradero de sus seres queridos, más allá de la política partidista. 

			En los barrios populares, mientras los hombres quedan cesantes masivamente, son las mujeres quienes organizan las ollas comunes, los talleres de arpilleras15, la distribución de las ayudas de la iglesia y las ONGs. Esta intromisión de las mujeres en el espacio público, bajo el pretexto de mantener a sus familias y comunidades, se justifica también por las bases tradicionales de la feminidad, fuertemente arraigadas en el maternalismo.

			Frente a la ausencia de estructuras políticas tradicionales, y a veces de sus propios dirigentes, estas mujeres aprovechan la oportunidad política de mostrar su oposición a la dictadura, subvirtiendo los propios roles maternos reivindicados. 

			Al mismo tiempo, muchas militantes comprometidas activamente en el proceso de la Unidad Popular, que han sido forzadas al exilio, tienen contacto con las segundas olas feministas en América del Norte y Europa. Su experiencia revolucionaria, así como la experiencia de la represión y el exilio, es revisitada desde una óptica feminista crítica que se extiende progresivamente a las distintas esferas de la vida privada, bajo la consigna: «lo privado es político». 

			De retorno en Chile, estas mujeres comienzan a organizarse, inicialmente con el apoyo de la Iglesia católica (Círculo de Estudios de la Mujer, Vicaría de la Solidaridad), y luego de forma autónoma. Así nace en Chile, a principios de 1980, el movimiento feminista. Las feministas revisitan su historia –la lucha por el sufragio, la participación en la democracia, y luego en el proyecto revolucionario–, haciendo aportes teóricos y acciones decisivas en la lucha contra la dictadura. 

			A mediados de los años 1980, cuando la lucha contra la dictadura alcanza su punto más álgido con las protestas, los distintos grupos de mujeres y feministas se consolidan y se unen bajo el lema «Democracia en el país y en la casa». Es el comienzo de la segunda ola feminista en Chile, que se expresa en una multiplicidad de acciones: los talleres de concientización feminista con las pobladoras, las manifestaciones cada vez más masivas del 8 de marzo, y finalmente el renacimiento de instancias de coordinación del movimiento, tales como el MEMCH’85 (Movimiento Pro-Emancipación de la Mujer Chilena) o Mujeres por la Vida.

			Veinte años más tarde, en la democracia pactada por los partidos políticos que recuperaron el protagonismo a finales de los ’ochenta, tras arduas negociaciones y concesiones múltiples, el movimiento feminista se enfrascará en la discordia y las divisiones. De cierto modo se consumió en la dificultad generalizada de llevar a cabo movilizaciones y en las expectativas frustradas de la propia democracia. No obstante, el movimiento sigue activo, mientras que el tema de la igualdad entre hombres y mujeres se ha convertido en una cuestión de Estado. En efecto, a través de este movimiento y de los esfuerzos internacionales en la materia, el «género» logró imponerse en la agenda pública, pero en una versión pulida de sus asperezas, casi estrictamente retórica, que pareciera no dar cuenta de los objetivos feministas, a pesar de que fueron pronunciados de forma clara y fuerte. 

			Este dilema o contraste fue el que me llevó a cuestionarme, inicialmente, sobre la representación política de las mujeres en la transición democrática16. Me pregunté acerca de los errores, las decisiones equivocadas, los obstáculos que había enfrentado un movimiento tan potente para no lograr concretar esa fuerza y posesionarse en la política formal. Esto, en términos organizativos, al principio, pero tampoco como posicionamiento temático, con una legislación conservadora en temas fundamentales de la emancipación de las mujeres (algunos han evolucionado desde entonces, lo veremos más adelante) y la reticencia para tratar estos temas frontalmente. 

			De aquel trabajo17, concluí que la pregunta inicial no estaba bien planteada: en el contexto de un gobierno representativo18, y más aún, en una democracia tutelada, producto de una transición pactada con los militares, la política formal no era el lugar adecuado para recoger y plasmar los cambios exigidos por la segunda ola feminista. Esto no quiere decir que ésta sea insignificante –la feminización de la élite política puede ser deseable por distintas razones, volveré sobre este punto–. Para detectar cambios en las interacciones sociales de género, y sobre todo en la fuerza política de la enunciación de las desigualdades y reivindicaciones que buscaban modificar esa estructura, había que cuestionar otros espacios. Había que poner el foco en los «nudos críticos del saber y del poder» que evocaba Julieta Kirkwood19, revisitar la historia del feminismo chileno y la forma en que el Estado postdictatorial se hizo cargo del «género», para así desentrañar los nudos, explorando a su vez las dinámicas, los problemas y los conflictos en los veinte años de democracia que le sucedieron. 

			Decidí instalarme en Chile, y en octubre del 2004 volví a Valparaíso, donde me integré rápidamente a la Colectiva Feminista Las Sueltas –organización de seis feministas, creada a fines del 2003–. Me quedé finalmente cinco años, en los que la experiencia y los intercambios feministas cotidianos construyeron y configuraron tanto mis cuestionamientos iniciales, como las hipótesis que presento en este trabajo20. 

			Problemática e hipótesis

			La transición a la democracia, que se inicia en 1989, va de la mano con una integración por parte del Estado chileno de las demandas de igualdad de género. Esta reivindicación de las mujeres chilenas movilizadas en los años 1980 bajo el lema «democracia en el país y en la casa», se fortalece con un movimiento feminista latinoamericano en pleno crecimiento. El tema de la igualdad entre hombres y mujeres se difunde también a través de las organizaciones internacionales, particularmente por la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Naciones Unidas, 1979) y las grandes conferencias de la ONU por la Década de las Naciones Unidas por la Mujer (México, 1975, Copenhague 1980, Nairobi 1985, luego Beijing en 1995 y continúan) y continentales (la Organización de los Estados Americanos – OEA particularmente).

			Por lo tanto, desde hace unos veinte años, mientras el movimiento feminista se desgasta, se divide, se recompone y se rearticula, el tema del «género» adquiere cada vez más preponderancia en su vertiente institucional. 

			El género se despliega y se trata de modo diferenciado según las clases sociales, las «razas» y las sexualidades: el mandato igualitarista no es válido de la misma forma para todas, así como tampoco lo es la exigencia de «modernidad» y de «productividad» propias del sistema económico neoliberal. Hay una distribución diferenciada de la equidad que provee el Estado y de los «derechos de las mujeres» reivindicados por los feminismos y las propias feministas, como lo muestran las divergencias de proyectos y las estrategias que surgen desde la autonomía y desde la institucionalización. 

			Las preguntas iniciales de esta investigación fueron las siguientes: 

			Desde la perspectiva de género, ¿cuáles son las transformaciones de las relaciones sociales de género lideradas por el Estado y los organismos internacionales, contenidas en el objetivo de igualdad de oportunidades o equidad? ¿A quiénes se dirigen –a qué hombres y a qué mujeres, y en calidad de qué– las políticas de género del Estado chileno? ¿Cómo se diferencian estas transformaciones, en función de las clases sociales de las mujeres y hacia quiénes se dirigen? ¿Cuáles son las reivindicaciones y las acciones de las diversas organizaciones de mujeres y feministas activas en Chile? ¿Cuáles son sus vínculos con el programa estatal de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres y con los diferentes tipos de instancias internacionales que promueven los derechos de las mujeres y la visibilidad del género? ¿Cuáles son las relaciones de poder que están en juego en la lucha por la definición de los intereses prácticos y estratégicos de las mujeres, así como en la(s) definición(es) de la feminidad, de la masculinidad, y de las relaciones de género que se quieren reconfigurar por estos distintos actores?

			Finalmente, ¿cómo se presenta el «género» cuando se transforma en fuente de conflicto político o cuándo, al contrario, se transforma en un recurso estratégico en el juego de la política formal?

			Y las hipótesis de trabajo:

			La institucionalización del tema de la desigualdad entre hombres y mujeres, por parte de los distintos gobiernos de la Concertación de Partidos por la Democracia, se realizó desde 1990, en el marco de una transición democrática pactada con la derecha pinochetista, los grupos sociales conservadores y los grupos económicos privilegiados. Esto significó renunciar a intervenir en los «asuntos morales» (temas valóricos, vale decir la libre disposición del cuerpo), así como en la redefinición del género, en función del objetivo de la equidad. 

			Las políticas públicas implementadas para reducir las desigualdades entre los géneros, en todos los aspectos, o para eliminar las diferentes formas de discriminación hacia las mujeres, fueron procedimentales (reformas legales) o focalizadas y sectoriales (programas y políticas sociales). No se beneficiaron de una voluntad política fuerte y visible –por lo tanto, se basaron en las estructuras sociales y neoliberales existentes, así como en las representaciones sociales y culturales de género que estaban en vigor en ese momento, respondiendo esencialmente a las necesidades prácticas de las mujeres de sectores populares, y contribuyendo escasamente a una distribución del poder más equilibrada entre los sexos (a veces incluso reforzando situaciones de desigualdad o de discriminación)21.

			Las militantes feministas o, en términos más generales, las militantes por los derechos de las mujeres tienen poca influencia en quienes toman las decisiones políticas, los medios de comunicación y en el debate público. Tanto la dificultad para tener mayor apoyo público como el escaso impacto en la agenda social se deben a múltiples fenómenos, cuya interpretación general se sigue debatiendo. Pero la lectura más admitida transversalmente (tanto por el sector feminista como en los debates académicos) es la de un agotamiento generalizado después de las movilizaciones de los años 1980 (segunda ola) –que permitieron que «mujeres» y «feministas» se alinearan en un gran movimiento de las clases populares y medias–, de fuertes divisiones internas, de falta de renovación de las militantes, así como de las prácticas y estrategias de acción. La importante tendencia de hacer el trabajo feminista en las ONGs es conflictiva, en la medida en que repercute en una reorientación de las estrategias de dirección de la abogacía (peticiones) y del lobbying, de los estudios y de la subcontratación (Estados, organismos internacionales), en desmedro, por ejemplo, del trabajo comunitario, de los talleres de concientización o de la coordinación con otros actores políticos y sociales. 

			Metodología y posicionamiento

			Esta investigación tiene principalmente dos objetos: el movimiento feminista chileno y las políticas públicas de género. Se inscribe en una discusión con los análisis que existen en este ámbito, en Chile (K. Araujo, M. Ríos, M. Pisano, J. Kirkwood, T. Valdés, etc.), en América del Norte (S. Franceschet, P. Richards, V. Schild, por ejemplo) o en el espacio francófono (particularmente B. Marques-Pereira, S. Stoffel, etc.).

			Se basa, por lo tanto, en la discusión de dichas producciones analíticas, y en dos fuentes principales y una fuente complementaria: 

			
					Fuentes de documentación: informes y notas de orientación del gobierno chileno, de organizaciones internacionales y de organizaciones no gubernamentales. 

					De la experiencia de participación concreta en el «feminismo de la movilización social» en Valparaíso entre los años 2004 y 2009, en la Colectiva Feminista Las Sueltas22, y con otros colectivos (Católicas por el Derecho a Decidir Chile; Colectivo Belén de Sárraga), redes tales como la Coordinadora 28 de septiembre para la despenalización del aborto o la Red Chilena contra la Violencia Doméstica y Sexual, y de coordinaciones – Mujeres Quinta Región.

					Estas fuentes se complementaron con una serie de entrevistas con feministas institucionales (ONG Corporación Humanas), un experto en masculinidades (ONG Centro de Estudios de la Mujer - CEDEM), una organización de mujeres no feminista (Comunidad Mujer); y cuatro funcionarias de la Oficina Regional del SERNAM23, en Valparaíso (coordinadoras respectivas del programa Mujeres jefas de hogar; Buenas prácticas laborales; en el que participaban dos de ellas) así como las dos coordinadoras del programa Jefas de Hogar en la Oficina Municipal de la Mujer de Viña del Mar. Estas entrevistas, exploratorias se realizaron entre noviembre del 2008 y marzo del 2009, y buscaban acceder a discursos y prácticas para complementar las fuentes de documentación primarias y secundarias, y las prácticas de las que tenía conocimiento activo. 

			

			Este posicionamiento hacia un componente de mi objeto de estudio merece particular atención, más aún cuando la cuestión de las condiciones de posibilidad de objetividad en las ciencias sociales se plantea con agudeza en el área de los estudios de género. En efecto, las investigaciones feministas están estrechamente ligadas, desde su origen, a la militancia, y esta superposición permitió la teorización y el desarrollo epistemológico del conocimiento situado particularmente en el feminismo materialista francés. Uno de los aportes centrales de los estudios feministas fue poner en relieve el sesgo que hay detrás de la ilusión de la neutralidad científica. Si toda investigación implica compromiso, elegí explicitar abiertamente, en este libro, mi relación con el objeto. En palabras de R. Pfefferkon «el compromiso permite primero hacer preguntas que de otra manera no habrían surgido, o al menos de una manera más confusa o elíptica»24, mientras que «la objetividad científica hay que buscarla en las metodologías utilizadas y en los procesos de investigación». Por supuesto, este compromiso no está exento de efectos sobre los fenómenos observados y debe considerarse a la hora de comprender los intercambios con todos los actores implicados. De este modo, todas mis interlocutoras, desde el SERNAM hasta las feministas de las ONGs, conocían mi rol de investigadora tanto como el de militante. Lejos de provocar cualquier tipo de desconfianza o sospecha, esta transparencia y esta faceta militante fueron interpretadas como garantías del genuino interés hacia mi tema de estudio, y como testimonio de mi conocimiento y legitimidad en este medio, en general, muy pequeño. En cualquier caso, ambas lecturas no descartan el riesgo de haber orientado el propósito de mis interlocutoras hacia un lado u otro, pero esta identidad militante permitió temperar el efecto provocado por la identidad académica de una Doctoranda de la Universidad de París I, «la Sorbona». Indudablemente, esta posición me permitió elaborar un cuestionamiento original y lograr, luego del trabajo de distanciamiento y de escritura, una percepción justa y crítica del estado de los feminismos chilenos. 

			Estructura de la argumentación

			Propongo examinar, en este libro, las hipótesis propuestas combinando, en cada etapa de la reflexión, el examen de los feminismos chilenos, el análisis de las políticas de género del Estado, sus resonancias locales e internacionales y sus efectos en los conflictos constitutivos de las relaciones sociales de género. 

			Los tres primeros capítulos presentan el contexto socio-histórico: primero (capítulo 1) la historia del feminismo chileno y los debates sobre su situación en el período de estudio (hasta el 2010), resaltando la paradoja de una actividad feminista constante, pero que no logra articularse en un movimiento, ni ocupar una posición visible en el espacio público; luego (capítulo 2), la historia del modo en que el Estado se hace cargo de la cuestión de la igualdad entre hombres y mujeres, con especial atención en la redefinición del objeto «género» y de sus problemáticas. Finalmente, el capítulo 3 propone una perspectiva internacional sobre estos fenómenos de institucionalización de las reivindicaciones de igualdad de género, para subrayar tanto la continuidad entre el caso chileno y las dinámicas internacionales, así como su especificidad. 

			Los dos capítulos que siguen están dedicados a las dinámicas de los dos grandes objetos en el periodo 1990-2010: el capítulo 4 analiza, a través de la transversalización de la perspectiva de género en la administración pública chilena, la definición, el alcance y las limitaciones del objetivo de igualdad de oportunidades de los sucesivos gobiernos de la Concertación; el capítulo 5 aborda las diversas ramas del feminismo de principios de los años 2000 a través de sus formas organizacionales, sus principales estrategias, sus repertorios de acción e in fine sus proyectos políticos. 

			Finalmente, los tres últimos capítulos tratan de la intersección de las dinámicas anteriormente expuestas: los conflictos en la articulación o en el corazón de las luchas feministas y de las políticas públicas de género. El capítulo 6 propone un análisis de las mujeres populares y marginadas, desde la perspectiva de su construcción como objetos de intervenciones sociales del Estado, desde su situación particular en la división sexual del trabajo y desde la enunciación de su propia identidad política en sus militancias. El capítulo 7 presenta las problemáticas de las relaciones sociales de sexo para las élites feministas: el acceso a la política formal a través de los cargos de elección y el uso de representaciones ambiguas de la feminidad en la política durante el primer gobierno de Michelle Bachelet (2006-2010). El capítulo 8 interroga la piedra de tope del acceso de las mujeres a la ciudadanía: la autonomía sobre los cuerpos, a través de la violencia de género, y del control de la fertilidad. La forma de tratar estas cuestiones en el espacio público de la postdictadura chilena da cuenta de la complejidad de las instancias de interacción entre feminismos y políticas de género, así como de la insatisfacción producida por sus silencios respectivos. 

			

			
				
					6	Dirección Nacional de Inteligencia. Existe entre 1974 y 1977 bajo la dirección del General Manuel Contreras. La DINA es responsable de la desaparición de los miembros del GAP, grupo de seguridad del Presidente Salvador Allende, del frente interno del PS (la dirección que se armó en la clandestinidad) y de la dirección del MIR, logrando llegar a la dirección a asesinar a Miguel Enríquez. Luego será el turno del Comité central del PC, en 1975. En el momento de la escritura de este texto, el general Contreras se encontraba cumpliendo múltiples penas por violación a los Derechos Humanos. 

				

				
					7	Central Nacional de Inteligencia.

				

				
					8	En este libro la autora optó por una feminización aleatoria, para facilitar la lectura y evitar la repetición sistemática de palabras en femenino y en masculino.

				

				
					9	Fueron descubiertos en 1978 por la Vicaría de la Solidaridad gracias a un informante. Eran los cuerpos de once obreros agrícolas y cuatro jóvenes de la localidad de Isla de Maipo, detenidos y desaparecidos desde octubre de 1973. Trece de ellos pudieron ser finalmente identificados y enterrados por sus parientes en marzo del 2010. A la fecha de la escritura de este libro, nadie había sido designado como responsable de esas muertes, ni dictado ninguna condena. 

				

				
					10	Esta operación habría sido decidida por el general Pinochet a finales de 1978. Consistía en localizar las fosas clandestinas, exhumar los cadáveres y lanzarlos al mar desde helicópteros, atados a pedazos de vías férreas u otros objetos pesados.

				

				
					11	Se trata de Manuel Guerrero, José Miguel Parada y Santiago Nattino, los tres militantes comunistas. Fueron secuestrados, torturados y asesinados por el servicio de información de los carabineros, la DICOMCAR. Sus cuerpos fueron posteriormente arrojados a la vía pública. Se instaló hace un tiempo un monumento en el lugar en el que fueron encontrados, cerca del aeropuerto de Santiago.

				

				
					12	El atentado fue realizado por el Frente Patriótico Manuel Rodríguez el 7 de septiembre de 1986. La «Operación siglo XX» fracasó y la dictadura replicó asesinando a cuatro militantes del MIR y del PC, entre ellos el periodista Joe Carrasco Tapia, la noche del 7 al 8 de septiembre. 

				

				
					13	Creada en 1975, la Vicaría toma el relevo del Comité Pro-Paz, fundado en 1973 por seis iglesias y obligado a cerrar por los militares. 

				

				
					14	Son una generación de economistas formados inicialmente en la Universidad Católica de Chile, y luego en Estados Unidos, particularmente en Chicago, a quienes los militares les confiaron las riendas de la economía desde 1975. Discípulos de Milton Friedman, pusieron en obra el «tratamiento de shock» que éste preconizaba, aplicando una política de austeridad y reformas de privatización y liberalización que veremos más tarde, en el capítulo 6. Para más información ver cf. C. Huneeus, «La démocratie dans un pays divisé par le passé: le Chili», en Politique et Sociétés, vol. 24, n° 2-3, 2005, pp. 61-85., p. 74; P. Silva, «Technocrats and Politics in Chile: from the Chicago Boys to the CIEPLAN Monks», Journal of Latin American Studies, vol. 23, n. 2, 1991, pp. 385-410.

				

				
					15	Son representaciones textiles de situaciones de la vida política o cotidiana realizadas con múltiples pedazos de tela. Violeta Parra expuso sus arpilleras en el Louvre en la década del ’60. En dictadura, algunas ONG organizan talleres de arpilleras y venden las obras en los círculos de solidaridad internacional, lo que significó una fuente de ingreso para estas mujeres.

				

				
					16	Forstenzer N., Représentation politique des femmes au Chili: surgissement et implications, DEA Université Paris I – IEDES, dirigida por Bruno Lautier, 2004.

				

				
					17	Pude ir a Chile también para hacer trabajo de terreno en el marco de una pasantía en el programa Progénero de la Universidad Academia de Humanismo Cristiano, entre junio y septiembre del 2004, bajo la dirección de Kathya Araujo. 

				

				
					18	Tal como lo analiza B. Manin in Principes du gouvernement représentatif, Paris, Champs Flammarion, 1996.

				

				
					19	J. Kirkwood, Ser política en Chile; las feministas y los partidos, FLACSO, Santiago, 1986.

				

				
					20	Este trabajo es la tesis de doctorado de sociología defendida summa cum laude en enero 2011 bajo la dirección del profesor Bruno Lautier, retrabajada para la publicación por la editorial L’Harmattan en Francia en 2012.

				

				
					21	La distinción entre necesidades prácticas y necesidades estratégicas la estableció Maxime Molyneux en el marco de la teoría de las necesidades básicas y busca diferenciar las necesidades concretas, de orden material, de las necesidades de orden político. Esta diferencia se ha utilizado bastante para distinguir los objetivos de los movimientos de las mujeres, que serían más bien prácticos, con aquellos de los movimientos feministas, que serían estratégicos. Sin embargo, a pesar de que se trata de una categorización útil a nivel analítico, no lo es necesariamente en un plano más concreto, donde muchas veces es difícil determinar si una reivindicación, por ejemplo, la autonomía económica es de orden práctica, estratégica, o de ambas a la vez. cf. I. Jacquet, Développement au masculine/féminin. Le Genre. Outil d’un nouveau concept, Paris, L’Harmattan, 1995, pp. 47-54.

				

				
					22	Volveré a la significación exacta de «sueltas» en el capítulo 5.

				

				
					23	Hoy SERNAMEG.

				

				
					24	R. Pfefferkorn, Inégalités et rapports sociaux; Rapports de classes, rapports de sexes. Paris: La Dispute, 2007, p. 26.

				

			

		


		
			
Capítulo 1
Flujos y reflujos del movimiento feminista chileno


			El largo proceso de transición democrática que se inició con las elecciones de 1989 y que no tiene un momento de término muy claro, pero cuyos efectos indiscutiblemente se extienden aún hasta hoy, está marcado por la inscripción de la reivindicación de la igualdad de género en el Estado y en la acción pública25. Esto significó, en cierta medida, un término a las movilizaciones del movimiento de mujeres y feministas de los años 1980, así como una oportunidad política de visibilizar al más alto nivel sus reivindicaciones. El movimiento de mujeres y de feministas entra entonces en una fase de recomposición, de debates y divisiones sobre las estrategias y de la relación que debía mantenerse con el Estado, debilitándose considerablemente. Además, varias mujeres comprometidas con este movimiento durante la dictadura, aprovechan la oportunidad que les daba el retorno a un sistema democrático representativo para volver a militar en los partidos políticos, o para poner en práctica sus convicciones desde el SERNAM, ese nuevo espacio institucional. Las organizaciones de mujeres y feministas de los barrios populares se desmovilizan frente a las promesas incumplidas de la democracia, y en este nuevo contexto nacional e internacional, varias organizaciones feministas militantes se vuelcan hacia el proceso de institucionalización (Centros de Estudio, Fundaciones, Centros de Investigación independientes o universitarios) y de «ONGeización»26.

			Al período de transición se le califica por lo tanto, frecuentemente, como un «nuevo silencio feminista», en referencia a la periodización del movimiento feminista chileno que había propuesto J. Kirkwood27, que advirtió un «silencio feminista» en el largo periodo que va desde la obtención del derecho a voto y de la elegibilidad de las mujeres chilenas, en 1949, hasta el renacer feminista de los años 1980. De hecho, los años que le siguieron a la restauración de la democracia formal se caracterizan por la desintegración de las coordinaciones y de las agrupaciones unitarias del movimiento de mujeres y feministas, la desintegración y desaparición de varias organizaciones de base, las fuertes divisiones y querellas entre feministas y «políticas», y más tarde entre «autónomas» e «institucionales». Las activistas feministas son cada vez menos, y se enfrentan además a un problema de visibilidad en el espacio público, de imagen negativa, así como de renovación generacional. Las «expertas en género»28, en cambio, encuentran nuevas formas para implementar prácticas feministas en Centros de Estudio de género, en Fundaciones, ONGs o Universidades, incluso en el SERNAM, o vinculadas a éste por medio de sus servicios tercerizados. Por su parte, las organizaciones «de mujeres», y particularmente de mujeres de clases populares (pobladoras, militantes sindicales, mujeres rurales e indígenas) se fragilizan considerablemente, desapareciendo incluso, y culpando a veces a las feministas de haberlas abandonado. El movimiento de mujeres y feminista, tal como existió en la década de 1980, ya no existe. Y en ese repliegue se juega una cierta elitización del feminismo chileno, en la profesionalización de las expertas de género dentro del Estado o en la sociedad civil, pero por sobre todo en el quiebre de la comunión entre las mujeres de clases medias y clases populares, que es lo que le había dado la fuerza a la segunda ola feminista en la lucha contra la dictadura. El feminismo se (re)convierte principalmente en un movimiento de las mujeres de clase media con altos niveles de educación, con muy poca participación de las clases populares, y se reorienta hacia la relación con el Estado y los inversionistas internacionales para definir estrategias de captación de fondos, influencia y lobby, en desmedro de la relación horizontal en el trabajo organizacional de las bases y comunitario con mujeres de otras clases sociales y campos de actividad.

			No obstante, nuevas lecturas de la evolución de los movimientos de mujeres y feministas chilenos en la postdictadura cuestionaron esta idea del silencio feminista, para insistir en la reconfiguración de un movimiento policéntrico, heterogéneo, y con nuevas formas de acción29. Sin entrar en el detalle de esta discusión, estas reconfiguraciones y nuevas formas de organización y de acción son indiscutibles, aunque en la práctica no cambian la percepción generalizada de las feministas sobre el estado del movimiento. Se evidencia una imposibilidad de continuar con el repertorio de acción de los años 1980, con manifestaciones de esa magnitud, unidas y coherentes en sus demandas y proposiciones, incluso cuando el contexto político permitiría eventualmente una mayor absorción de esas demandas por los poderes públicos. Por otra parte, esas movilizaciones son fundamentales para presionar al Estado a actuar sobre temas cruciales de la autonomía, en la sexualidad y la reproducción, los modos de circulación de las mujeres en los espacios públicos y privados, y entre trabajos de producción y reproducción, así como en la marcada estratificación socioeconómica o segregación de la sociedad chilena. Esta imposibilidad de articulación se vive como un fracaso, la frustración de recuperar el impulso que permitió el movimiento de mujeres y feminista de los años 1980. La segunda ola chilena sigue siendo un referente de la acción feminista actual, una «edad de oro feminista» muy idealizada. 

			Pareciera entonces necesario, antes de caracterizar al movimiento feminista chileno del periodo estudiado –o su ausencia e inexistencia–, revisar brevemente la historia del feminismo chileno para entender, por un lado, cómo se quiebra la primera ola, que se centró en obtener el derecho a voto y la elegibilidad, y da paso a veinticinco años de silencio feminista, para examinar luego, y con mayor atención, el movimiento feminista de los años 1980. Me enfocaré en las definiciones de la identidad política de las «mujeres» en cada uno de estos momentos de movilización, considerando por un lado las diferencias entre las mujeres, particularmente de clases sociales, y por el otro, el uso e incluso la instrumentalización del maternalismo mariánico. 

			Pero antes de eso, detengámonos en algunas definiciones conceptuales:

			A. Definiciones y conceptos

			Movimiento feminista, movimiento de mujeres

			Dominique Fougeyrollas-Schwebel define el movimiento feminista como un concepto que surge en paralelo a la noción de derechos humanos y a la afirmación de la igualdad universal:

			El feminismo como movimiento colectivo de las luchas de las mujeres surgió en la segunda mitad del siglo XIX. Estas luchas se basan en el reconocimiento de las mujeres como sujeto oprimido, específica y sistemáticamente, la afirmación de que la relación entre hombres y mujeres no está arraigada en la naturaleza, sino que existe la posibilidad política de su transformación30.

			La evolución histórica de los movimientos feministas francés y europeos, se caracteriza generalmente por la presencia de una primera ola en torno a la obtención del derecho a voto entre fines del siglo XIX y mediados del siglo XX, y posteriormente de una segunda ola centrada en la reivindicación de que «lo privado es político» en los años 1970.

			En el caso de Chile, y en términos más generales de América Latina, esta periodización también es válida: globalmente, la primera ola tiene por objetivo la obtención del derecho a voto, mientras que la segunda ola viene en los años 1980 en un contexto de lucha contra las dictaduras en el Cono Sur, y también se caracteriza por una politización de lo privado. Además, la segunda ola feminista chilena se distingue por su capacidad de aunar un movimiento de mujeres populares y un movimiento feminista en plena expansión. Sin embargo, la apelación «feminista» sigue siendo un tema polémico y provoca reacciones de rechazo: se le asoció durante mucho tiempo a las feministas liberales de la primera ola, y se consideraba una manifestación de los intereses de las mujeres burguesas y de las clases medias educadas, a pesar de que las mujeres de clases populares habían sido parte de esa lucha, particularmente durante el periodo de los frentes populares31.  Con la segunda ola, el movimiento reúne a mujeres de clases populares y de clases medias cuyo objetivo común es terminar con la dictadura. Progresivamente, a través de las organizaciones de sobrevivencia en los barrios, organizaciones de familiares de detenidos desaparecidos, y organizaciones sociales y políticas, así como de las asociaciones feministas, se cuestionan las relaciones entre hombres y mujeres, tanto en el espacio público como en el espacio privado. El «movimiento feminista» reúne por lo tanto todas esas posiciones e identificaciones categoriales, luego de un trabajo de concientización y reapropiación del feminismo por las mujeres de las clases populares.

			Sin embargo, el retorno a un sistema democrático formal marca el término de este gran movimiento, y hace resurgir la distinción entre movimiento de mujeres y movimiento feminista con toda su profundidad: las mujeres de las clases populares manifiestan el sentimiento de haber sido traicionadas por las feministas, mientras que estas últimas debaten entre mantener una posición de autonomía, integrarse a la política formal (partidos, Estado) o colaborar con estas desde la sociedad civil (ONGs, Fundaciones, etc.).

			Con la creación, en noviembre de 1991, de un organismo estatal encargado de promover los derechos de las mujeres, el Servicio Nacional de la Mujer (Sernam)32, y la profesionalización e institucionalización de algunos sectores feministas, las mujeres que ocupan posiciones sociales «marginales» –clases populares, reivindicaciones étnicas, orientación sexual– se sienten abandonadas por la acción pública y relegadas a los confines de la promesa igualitaria. 

			El feminismo chileno está entonces profundamente dividido entre «autónomas» e «institucionales», entrecruzando en cierta medida la división que existe históricamente entre feministas «radicales» y «liberales» en el debate europeo: del lado liberal o institucional, «podemos hablar de un feminismo reformista que se basa, a través de políticas de acción afirmativa, en darles prioridad a las mujeres para reducir las desigualdades», mientras que la corriente radical o autónoma busca «romper con las estrategias de fomento de la mujer, en pos de un cambio radical de las estructuras sociales existentes»33. 

			A escala global, desde la segunda ola feminista, la evolución del movimiento tiene características comunes fundamentales, en particular con la participación de las Naciones Unidas en la defensa de los derechos de las mujeres y la promoción del género. En ese sentido, la conclusión de D. Fougeyrollas-Schwebel es completamente válida para el caso chileno:

			(…) la presión internacional permite el avance de los derechos de las mujeres, de la mano de una atenuación de la radicalidad de los movimientos feministas, que desde entonces se posicionan como organizaciones sin fines de lucro al servicio de las mujeres. Reforzado por la revitalización de las corrientes reformistas, esta evolución del feminismo hacia la especialización o servicio social es, probablemente, un modo de volver a la tradición de la caridad, que ha sido sin embargo, tantas veces denunciada. Por cierto, persisten formas más radicales del movimiento feminista (…)34

			Uno de los aspectos centrales de esta investigación es dar cuenta de las evoluciones del movimiento feminista postdictadura. 

			El concepto de género

			La internacionalización del tema de la igualdad entre hombres y mujeres, como la transnacionalización de los movimientos feministas, van de la mano del surgimiento de un concepto relativamente nuevo y de rápida difusión: el género. Este concepto, que provenía de la producción teórica feminista de la segunda ola, progresivamente, sustituyó simplemente los términos «sexo», «mujeres», e incluso de «feminismo». 

			El término «género», traducción del inglés gender, fue utilizado por primera vez por Ann Oakley en 1972, en su libro Gender, Sex and Society. En su origen, este concepto proviene directamente de la investigación feminista, y corresponde a la expresión del carácter socialmente construido, y no naturalmente determinado, de la diferencia sexual y de sus implicancias en cada sociedad. Fundamentalmente subversivo y político, este concepto participa de una reivindicación de igualdad entre hombres y mujeres. En términos de Jeanne Bisilliat35, opone categorías sociales a categorías sexuales, y revela la existencia de una organización social de la diferencia sexual. Es, por lo tanto, un concepto sumamente dinámico, que reconoce la heterogeneidad de las mujeres y de los modos de organización de las relaciones de género. Joan Scott señala que en el centro del concepto está la dimensión relacional36: es un elemento constitutivo de las relaciones sociales, pero es también una forma primaria de significar las relaciones de poder. La definición presentada por Nicole-Claude Mathieu es clara y exhaustiva: 

			Las sociedades humanas, con una monotonía admirable, sobredeterminan la diferenciación biológica asignando a ambos sexos diferentes funciones (divididas, separadas y generalmente jerarquizadas) en todo el cuerpo social. Le aplican una «gramática»: un género (un tipo) «femenino» se le impone culturalmente a la hembra para hacer de ella una mujer social, y un género «masculino» al macho para hacer de él un hombre social. El género se ejerce materialmente en dos áreas fundamentales: 1) la división socio-sexuada del trabajo y de los medios de producción; 2) la organización social del trabajo de procreación, en que las capacidades reproductivas de las mujeres se transforman y generalmente se exacerban por distintas intervenciones sociales (Tabet, 1985/1998).37

			Relaciones sociales de género y clase

			El feminismo francés, particularmente en su corriente materialista, ha formulado varias nociones para captar la desigualdad estructural de las relaciones entre hombres y mujeres, tales como el «sexo social», de N.-C. Mathieu38, o el «sexaje (sexage)» de Colette Guillaumin39, antes de adoptar el concepto de «relaciones sociales de sexo» presentado por Danièle Kergoat. 

			D. Kergoat define las relaciones sociales de sexo de la siguiente manera:

			La relación social es, en su inicio, una tensión que atraviesa el campo social. Por lo tanto, no es algo que se pueda reificar. Esta tensión convierte ciertos fenómenos en asuntos en torno a las cuales se forman grupos antagónicos. En este caso, estamos hablando del grupo social hombres y del grupo social mujeres –que no se confunden de ninguna manera con la doble categorización biologizante de machos/hembras.

			Estos grupos están, por lo tanto, en tensión permanente en torno a lo que está en juego, en este caso el trabajo y sus divisiones. Es por ello que podemos hacer las siguientes propuestas: relaciones sociales de sexo y división sexual del trabajo son dos términos inseparables que forman epistemológicamente sistema; la división sexual del trabajo tiene el estatus de objeto del conflicto de las relaciones sociales de género.40

			Esta es la definición que retengo para lo que sigue de este trabajo, que explica en parte cómo se desarrolla la argumentación. De este modo, el término «género», que será ampliamente analizado en sus definiciones internacionales y chilena (capítulos 3 y 4), será utilizado para referirme exclusivamente a acciones públicas que atañen a la igualdad entre hombres y mujeres, y los derechos de las mujeres.

			Finalmente, como tuvimos la oportunidad de señalarlo anteriormente, el análisis busca considerar simultáneamente y cruzar las relaciones sociales de clase con las relaciones sociales de sexo, tanto por su importancia en los movimientos de mujeres y feministas, como por su peso determinante en las políticas públicas de género. 

			Este trabajo se inscribe por lo tanto en el doble movimiento descrito por R. Pfefferkorn del regreso de las clases sociales y la emergencia del género41, de destacar lo conflictivo de las relaciones sociales –de clase y de sexo, pero también de «raza» o de orientación sexual– y de las eventuales contradicciones que se producen en su intersección. En ese sentido, se inscribe en las reflexiones que se han desarrollado sobre la interseccionalidad42 de los sistemas de dominación o en la consubstancialidad de las relaciones sociales43. 

			Apoyándose en los análisis de R. Pfefferkorn44, el objetivo de este trabajo es entender la política de las relaciones sociales de sexo en el contexto de la sociedad chilena, que es una sociedad segmentada (incluyendo grupos de individuos), jerarquizada (dichos grupos están dotados desigualmente de recursos sociales –materiales, sociales y políticos, simbólicos) y conflictual (apropiación de recursos sociales y legitimación del orden social). Para tratar las dinámicas de segmentación, de jerarquización y de conflicto, decidí adoptar un enfoque de clases y no un enfoque metodológico individualista. Eso significa, nuevamente según R. Pfefferkorn, que la mirada analítica busca resaltar las desigualdades sociales y valorizar la acción y los conflictos colectivos como factores de transformación social. 

			En este libro hablaré entonces de «clases populares» y de «clases medias», más que de «clase obrera» o de «clase asalariada»: la realidad latinoamericana no ha sido modelada históricamente por los mismos tipos de relaciones de producción –la clase obrera y el trabajo asalariado cubre solamente una pequeña fracción de la población, que depende de la venta de su fuerza de trabajo para vivir (economía informal, precariedad, corporativismo y clases obreras «privilegiadas»). De modo que el concepto latinoamericano «popular» parece ser más adecuado aquí. Tiene sin embargo la desventaja de no ser suficientemente claro y conllevar por ende cierto grado de ambigüedad, como explica Philip Oxhorn cuando propone esta definición: 

			Fundamentalmente, en América latina el concepto de «sectores populares» remite a grupos «desfavorecidos» en sociedades muy segmentadas y desiguales. (…) En los contextos societales que se encuentran en Latinoamérica, los «sectores populares» son necesariamente heterogéneos. Además de la clase obrera organizada, los sectores populares de esos países incluyen a los trabajadores que tienen un empleo relativamente regular en la economía formal, pero que no tienen una organización funcional o de clase, a las personas cesantes que buscan empleo, al creciente número de personas que se mueven en la economía informal o sumergida, al lumpen proletariado que está bien alejado de la economía formal e informal, y en zonas rurales, a los y las campesinas»45. 

			Marianismo y familiarismo: centralidad de la maternidad en la construcción de la feminidad

			El marianismo es una forma específica de culto a la Virgen María, nacida del mestizaje entre las culturas precolombinas y el cristianismo de los colonos europeos en el continente latinoamericano. Esta configuración implica una construcción cultural de la feminidad a partir de la imagen de una madre indígena presente, y de la masculinidad desde un padre europeo ausente, así como del rol del hijo. Se habla por lo tanto de feminidad mariana o de maternalismo mariánico. Estas representaciones, así como la centralidad que se le atribuye a la maternidad, tienen consecuencias importantes en las formas de movilización política de las mujeres latinoamericanas. En los términos del clásico debate entre la igualdad y la diferencia –el dilema de Wollstonecraft tal como lo conceptualizó Carole Pateman46–, el feminismo chileno, y de modo más amplio el latinoamericano, se inscribe en una estrategia de la diferencia. La maternidad es una referencia a la que se recurre ineludiblemente para justificar y legitimar la acción política, aunque ésta se presta para una multiplicidad de resignificaciones. 

			Sonia Montecino47 analiza la imagen de diversas vírgenes latinoamericanas (la Virgen de la Guadalupe, en México; la Virgen de La Tirana, en Chile, por ejemplo) como alegorías del mestizaje. Las imágenes femeninas, objetos de culto, se caracterizan por su ambivalencia: son guerreras y crueles, y a la vez, maternas, tiernas y devotas hacia sus hijos. Es el lado materno el que dominó en la construcción de las feminidades, en desmedro del aspecto guerrero. Estas figuras se forjan en el sincretismo de los cultos indígenas, en que la feminidad se asocia a la madre-tierra y hay muchas divinidades femeninas, y del cristianismo: la Virgen María toma un peso que no tiene en ningún otro lugar. Este sincretismo religioso se mezcla con la historia de la conquista –las mujeres indígenas están expuestas a relaciones y ataques sexuales de los colonos, que luego se van–. Las familias se componen por lo tanto de la madre y del hijo ilegítimo: el «huacho», en la cultura chilena. S. Montecino afirma que:

			Nuestra cultura, en cambio, no inmoló a la madre, sino que la divinizó en la figura de la Virgen mestiza y colocó a la mujer-madre en una posición apical dentro de la familia. La historia particular que signa a América Latina produjo esta predominancia de lo materno y dibujó lo paterno como una autoridad fantasmática (por su ausencia) que no se expresa en la alegoría del Dios-Padre como el origen de todos y como el depositario de la Ley, sino en un pater lejano, poco audible; pero no por ello carente de poder48.

			Para Nikki Craske49, el marianismo se puede definir como el corolario femenino del machismo. Se trata de un ideal de feminidad basado en la imagen de la devoción materna, reforzada por la iconografía de la Virgen María, central en el catolicismo. Las principales características del marianismo son, por lo tanto, la definición de la feminidad tomando como base la superioridad moral y la fuerza espiritual, combinadas con una sumisión hacia los hombres y la convicción latente de que éstos, los hombres, son como niños. La honra tiene un rol esencial en estas construcciones de la masculinidad y la feminidad, ya que esta noción permite distinguir entre las mujeres (y los hombres) y situarlas en las categorías de mujeres «buenas» –las madres, las hermanas, las esposas– o de «putas» (todo el resto). Se trata sin duda de un ideal tipo, pero que sobrevivió a la incorporación masiva de las mujeres al mercado laboral, así como a las evoluciones del control de la fertilidad. 

			La maternidad mariánica está estrechamente asociada al «familiarismo», es decir, al rol preponderante que tiene la familia en la construcción de lo social y de las subjetividades. De este modo, Kathya Araujo sostiene que estos dos puntos son esenciales en la representación de la feminidad en América latina, tanto en el espacio privado como en el público:

			En primer lugar, el peso del modelo mariano en la representación maternal. La dimensión sacrificial, virtuosa, de guardiana moral (asociada a la fortaleza y severidad para mantener la moral familiar) y deserotizada, asociada al culto de la Virgen María, llena de significado la simbología materna. […]En segundo lugar, está asociado a la importancia de la institución familiar como elemento central de apoyo social de los sujetos, como elemento modélico en las relaciones sociales, y como estructura básica de configuración y legitimación de relaciones de poder en América latina 50.

			La maternidad sigue siendo central en la construcción de la feminidad hoy en día. En ese sentido, determina un ángulo particular de entrada en la política que examinaremos a lo largo de este trabajo, y, en particular, en las dos olas feministas chilenas y en sus periodos de reflujo.

			B. 1913-1949: la larga lucha por el voto

			La primera ola feminista chilena, así como las primeras olas feministas europeas y norteamericanas, y aquellas de los otros países latinoamericanos, giran en torno a la obtención del derecho a voto. Este periodo de prolongada movilización de las mujeres para acceder a la ciudadanía política, comienza con la creación a principios del siglo XX de las primeras organizaciones femeninas consagradas a los derechos de las mujeres. Este se extiende hasta la obtención del derecho al voto y a ser electas para las elecciones municipales de 1931 (decreto nº320, articulo 9 párrafo b), y posteriormente para las elecciones presidenciales y legislativas (ley 9.292 del 8 de enero de 1949, publicada en el Diario oficial el 14 de enero de 1949).

			La mayoría de las autoras51 definen el periodo sufragista chileno a partir de 1913, con la visita de la librepensadora española Belén de Sárraga a Chile, y la creación de los centros femeninos anticlericales Belén de Sárraga en el norte industrial y minero. Esto se dio al mismo tiempo que el nacimiento del Partido Obrero Socialista chileno (1912), con el apoyo de Luis Emilio Recabarren, su fundador, y de Teresa Flores, su compañera, para la emancipación de las mujeres.

			J. Kirkwood distingue tres fases en esta primera ola52, que dan cuenta de la dinámica organizacional del feminismo: una fase de «ascenso», que se caracteriza por la creación y proliferación de grupos de mujeres y feministas que buscan obtener derechos cívicos y políticos, entre principios del siglo XX hasta el final de la dictadura del general Ibáñez en 1931, y la obtención del derecho a voto para las elecciones municipales; un segundo «momento de articulación nacional», en el que se visibilizan «grandes éxitos del movimiento», pero en el que surge también «el conflicto que se inscribe en la lógica de clases. Ésta termina por imponerse», entre 1931 y 1949, fecha en que se obtiene el derecho al voto de las mujeres en todas las elecciones; y finalmente una tercera fase de «crisis y caída del movimiento», en los años 1950, que da paso a un largo «silencio feminista» a causa, principalmente, de la «primacía absoluta, en la percepción de fuertes grupos de mujeres, de la prioridad del conflicto de clases, termina por negar el progresismo de la reivindicación antipatriarcal. El feminismo es abandonado y asignado a las ‘demandas burguesas’»53. 

			El feminismo internacional y sus influencias son decisivas para el desarrollo de la movilización de las mujeres chilenas por sus derechos políticos, civiles y sociales: desde 1910 vienen de visita a Chile múltiples personas comprometidas con la lucha por los derechos de las mujeres, tales como Adolfo Posada (1910), Concepción Jimeno de Flaquer (española, 1913), Belén de Sárraga, anarquista española anticlerical que recorre Chile en 1913, dando conferencias en Santiago, Valparaíso –donde se crea el primer centro Belén de Sárraga, pero que dura poco–, Concepción, luego Antofagasta e Iquique, por invitación de Luis Emilio Recabaren y de su esposa, Teresa Flores. Las influencias también provienen de otros movimientos sufragistas latinoamericanos; Alicia Moreau, dirigente de la Unión Feminista Nacional Argentina viene a Chile en 191954. Y el diario El Despertar de Iquique, dirigido por Luis Emilio Recabaren, da cuenta de la dimensión internacional de esta lucha, publicando varios artículos sobre los movimientos sufragistas de otros países, así como artículos sobre la opresión de las mujeres, firmados muchas veces con seudónimos femeninos, para incitar a las mujeres a organizarse55. Esos centros del norte minero son extremadamente activos hasta 1915, cuando su actividad empieza a decaer. 

			Desde 1915, se crean en la capital el Club Social de Señoras y el Círculo de Lectura, impulsadas respectivamente por mujeres de la aristocracia, católicas cercanas al Partido Conservador y relacionadas con el medio artístico, y por las primeras mujeres de la clase media que accedieron a la educación superior, anticlericales y cercanas al Partido Radical, como Amanda Labarca. 

			El primer proyecto de ley de derechos políticos para las mujeres se presenta al Congreso en 1917 por las Juventudes del Partido Conservador, basado en una iniciativa del Club Social de Señoras. En 1919 nace el Consejo Nacional de Mujeres del Círculo de Lectura, y en 1922 presenta el segundo proyecto de ley de derechos civiles y políticos para las mujeres. En los años 1920 nacen los primeros partidos políticos femeninos: el Partido Cívico Femenino en 1922, y el Partido Democrático Femenino en 1924. En 1923, se realiza en Santiago el Congreso Panamericano de Mujeres. A pesar de las actividades de estas organizaciones, no hay ningún cambio sustancial hasta 1931, año en que cae la dictadura de Ibáñez y se vive un contexto de crisis económica internacional.

			En la segunda fase de movilización sufragista, E. Gaviola et al. distinguen tres tipos de organizaciones de mujeres: las organizaciones de caridad, que en general se asocian a una causa o acción particular; las organizaciones políticas, que reivindican los derechos de las mujeres; y el desarrollo de secciones femeninas dentro de los partidos políticos.56 

			Las nuevas organizaciones feministas orientan su trabajo a reivindicar en prioridad el derecho a voto, a pesar de que también existen otras reivindicaciones sociales y civiles –es el caso de la Unión Femenina de Chile, fundada en 1928 en Valparaíso, que integra el Comité Nacional Pro Derechos de la Mujeres desde su creación en 1933, donde participa también Amanda Labarca–. En 1935, un grupo de mujeres de izquierda, militantes de partidos políticos o independientes, crea el MEMCH: Movimiento Pro Emancipación de la Mujer Chilena). Elena Caffarena, una de sus fundadoras, será la secretaria general hasta 1940. El objetivo de la organización es reagrupar a todas las mujeres, de todas las tendencias políticas, para luchar por su emancipación: se prevé por lo tanto la creación de comités locales, y en 1940, se contabiliza la existencia de cuarenta y dos comités locales en todo Chile57. El MEMCH participará activamente de los frentes populares de 1936 y 1946. En 1944, en el Primer Congreso Nacional de Mujeres, se decide la creación de la Federación Chilena de Instituciones Femeninas (FECHIF), un espacio de coordinación de todas las organizaciones de mujeres que existían para obtener el derecho a voto. La FECHIF será presidida por Amanda Labarca.

			Desde 1945, la FECHIF dirige una intensa campaña por la reivindicación de los derechos políticos de las mujeres. Por consiguiente, ese mismo año, senadores de todas las tendencias políticas presentan al Senado un proyecto de ley que le otorga derechos políticos a las mujeres chilenas. En 1946 se crea el Partido Femenino Chileno, de inspiración peronista. La FECHIF mantiene la presión durante todo el periodo de discusión parlamentaria, hasta la adopción de la ley en enero de 1949.

			A pesar de que el inicio de la primera ola feminista chilena se suele leer en la creación de los círculos femeninos anticlericales Belén de Sárraga por las mujeres obreras del norte minero, el movimiento sufragista chileno fue impulsado principalmente por un pequeño grupo de mujeres de clases medias que accedieron a la educación superior, incluso por algunas mujeres de la elite aristocrática de la capital. Ellas no van a difundir estas ideas ni propiciar un intercambio con las mujeres de clases populares y obreras hasta la aparición del MEMCH en 1933 y el periodo del Frente Popular.

			Por otra parte, el tema del voto se va a vincular estrechamente con otra tensión política mayor, que refiere a la relación entre la iglesia y el Estado, oponiendo a conservadores, defensores de la iglesia y radicales anticlericales en la sociedad y en la política chilena de principios del siglo XX. 

			La proximidad de las mujeres –suscrita o asignada, real o supuesta– con el conservadurismo político y con el catolicismo va a determinar, in fine, las consideraciones sobre la admisión de las mujeres a la comunidad de ciudadanas/os sujetos de derechos políticos. Es lo que hace dudar a los partidos laicos y más progresistas –así como a las militantes feministas anticlericales, como lo veremos más adelante– de la capacidad de las mujeres para hacer valer su discernimiento político al votar, que no sea en favor del conservadurismo y de los valores religiosos y tradicionales.

			Estrategias sufragistas: ¿movilización desde los roles maternos para una participación política virtuosa y desinteresada?

			Desde finales del siglo XIX, bastante antes de la creación de los primeros centros feministas en 1913, surgen algunas acciones aisladas de mujeres que reivindican sus derechos políticos y civiles, así como existen grupos de mujeres que actúan en el espacio público desde su identidad de género. Su intervención política a finales del siglo XIX busca defender los valores tradicionales y familiares, y el rol de la iglesia. De este modo, las mujeres de San Felipe y La Serena que van al registro electoral en 1875 para inscribirse en las listas, cuando la Constitución de la época no excluía explícitamente a las mujeres del ejercicio a voto, son mujeres católicas y conservadoras. La Constitución se modificó por ley en 1884 para establecer explícitamente la prohibición de votar a las mujeres. En los debates sobre la ley de matrimonio civil, el Partido Conservador presentó las firmas de más de 17.000 mujeres que se oponían58. E Maza Valenzuela explica que, en ese entonces, la idea de que el Partido Conservador dispusiera de una «reserva femenina» estaba muy arraigada en todas las mentes, incluso, naturalmente, en la de los hombres políticos de los Partidos Liberal y Radical. De hecho, el Partido Conservador estaba en contacto directo con ciertos grupos de mujeres chilenas, principalmente a través de la iglesia y de las acciones de beneficencia. Llegaba de ese modo tanto a las mujeres de la aristocracia como a las mujeres más populares, unas dedicándose a darles caridad a las otras, pero todas siendo partícipes de las actividades de la iglesia59. 

			Además, según E. Maza Valenzuela, que cita cifras de Luis Galdames, a mediados del siglo XIX la educación secundaria femenina la imparte prácticamente en su totalidad la iglesia60. Si bien surgen establecimientos privados laicos, principalmente en Santiago en los años 1870, que a veces se benefician de financiamiento público, la primera escuela secundaria pública de mujeres se abrió en Valparaíso en 1891. De ahí el desafío esencial de extender la educación laica a las mujeres, antes de pensar en que hagan parte del electorado. De este modo, en el transcurso de los siglos XIX y XX, el Estado desarrollará una red de escuelas y liceos públicos y laicos de mujeres. Para los hombres políticos del Partido Radical y del Partido Liberal, así como para algunas sufragistas cercanas a los liberales y de los radicales, la respuesta al tema del voto femenino será que primero hay que educar, para dejar decidir después. 

			La tesis que defiende E. Maza Valenzuela61 es, por lo tanto, la de una primera ola feminista en la que existe un feminismo católico, militante, por el derecho a voto menos tímido y ambivalente que las feministas anticlericales, citadas generalmente como las líderes del movimiento sufragista chileno, como Amanda Labarca. Estas feministas católicas defendían también el principio de igualdad de salario por un mismo trabajo, la mejora de las condiciones de vida de las mujeres trabajadoras, así como las reformas del código civil. Se alineaban con la iglesia, en cambio, cuando se trataba de temas relacionados con la familia y la educación, oponiéndose al divorcio e insistiendo en la necesidad de tener una educación moral y religiosa para las mujeres chilenas. 

			Una de las principales características de este movimiento feminista es, en los términos de Susan Franceschet62, la construcción de una «estrategia de la diferencia». De este modo, las militantes por el derecho a voto de las mujeres se presentan –y por extensión presentan de ese modo a todas las mujeres– como teniendo algo particular que aportar a la política. Esta particularidad deriva de los roles sociales vinculados a la reproducción familiar y social, particularmente a la maternidad. Se define entonces como la capacidad para trabajar por el bienestar de los otros, en la óptica del sacrificio, más allá de las divisiones políticas partidistas y de las diferencias de clases sociales. Las cualidades destacadas como virtudes femeninas son, por lo tanto, la pureza, la moralidad, la compasión, que se definen por oposición a las virtudes masculinas y, por ende, a las reglas de funcionamiento de la esfera política (mentiras, egocentrismo, sed de poder y corrupción). Su incorporación se presenta como la oportunidad de una acción de saneamiento y purificación, capaz de resolver incluso numerosos problemas políticos y sociales. Las sufragistas chilenas exigen de este modo su inclusión en la vida política: posicionándose sobre las bajezas de la práctica política partidista, optan por crear sus propias estructuras políticas organizacionales. La estrategia de construcción de los partidos políticos femeninos autónomos –el Partido Cívico Femenino, el Partido Demócrata Femenino o incluso el Partido Femenino Chileno– es el resultado de ese posicionamiento, aunque conlleve inevitablemente la paradoja de ser partidos políticos que estarían por sobre la política, rechazando alianzas y negociaciones, situándose fuera o más allá de los debates y posicionamientos ideológicos.

			Para S. Franceschet63, las decisiones estratégicas del feminismo chileno, en vez de expresarse en términos de igualdad versus diferencia, se sitúan en el eje de tensión autonomía-integración frente a la política formal y abarcan por lo tanto, el tema de la doble militancia feminista-política. Las decisiones tomadas dentro de estos ejes responden tanto a la estructura de oportunidades políticas como al marco de acción colectiva. El marco general (master frame) en el que se sitúan estas feministas es el de una ideología de género que destaca los roles sociales asociados a la maternidad. De modo que las feministas se definen como apolíticas y por sobre la política partidista, eligiendo la autonomía –no por miedo a la cooptación, sino porque el marco de género (gender frame) había creado una diferenciación entre la política masculina, inmoral y corrupta, y la militancia feminista que buscaba sanear y mejorar la sociedad–. Las cualidades maternas se utilizan por lo tanto, para justificar las ventajas de la participación política de las mujeres, capaces de moralizar el juego político. Pero cuando la estrategia de autonomía de los partidos políticos femeninos fracasa, particularmente luego de la obtención del derecho a voto y de la destitución, en un ambiente de escándalos, de la primera mujer senadora, María de la Cruz64, presidenta del Partido Femenino Chileno –denunciada por otras tres mujeres por sus vínculos con el peronismo y su supuesta participación en un caso de corrupción–, algunas feministas se integran a los partidos políticos tradicionales, pero desde una posición de debilidad, y con el objetivo de consagrarse a los verdaderos temas «políticos» –la política partidista–. Por lo tanto, la primera ola feminista habría fracasado en posicionar a las mujeres como sujetos políticos en el escenario político formal. 

			Es lo que J. Kirkwood señala al afirmar que en estos inicios del feminismo se avecina ya la trampa que eventualmente se cerrará sobre las propias feministas: «Estas peticiones no solo son humildes, sino que también ya se empieza a insinuar otro de los signos más característicos de todo el movimiento feminista chileno: la atribución de cualidades mesiánicas, depuradoras, a la acción «incontaminada» de las mujeres en la política. […] [Esto] dificultará enormemente y terminará por impedir la participación política de las mujeres»65. Concluye: «Así el feminismo, umbral de la libertad, será transformado en utopía cerrada, inmóvil e inmutable. […] Y todas, casi todas, ahogaron su insolencia y fueron damas»66.

			La experiencia del Movimiento Pro Emancipación de la Mujer Chilena (MEMCH), creado en 1935, que logra reunir a varias mujeres de clases medias y populares en un proyecto político feminista y a la vez socialista, tampoco estuvo ajeno a la retórica del maternalismo mariánico y de la moralidad, incluso si la construcción de la imagen de la participación femenina en política es más compleja. Karin Rosemblatt muestra que, si bien por un lado la ciudadanía reivindica las virtudes femeninas –»Den derechos a quienes dan la vida»–, por el otro, las virtudes «masculinas» de la ciudadanía se reivindican, como la participación en el desarrollo de la nación, al lado de una tercera figura, más neutra (gender-neutral), basada en los derechos individuales67. 

			La movilización de las mujeres por sus derechos civiles, sociales y sobre todo políticos, durante la primera mitad del siglo XX, tiene ciertos rasgos particulares que se manifiestan también en el segundo periodo de gran movilización política femenina, bajo la dictadura de A. Pinochet. En primer lugar, se trata de movilizaciones que se sustentan en una identidad colectiva centrada en la reproducción familiar y social, movilizaciones basadas, en última instancia, en la identidad materna, incluso si ésta tiene distintos significantes en cada uno de los contextos políticos. En relación a la primera ola feminista, el discurso que movilizan las militantes por los derechos de las mujeres no conduce a una politización clara de los roles sociales de género ni a un cuestionamiento o una crítica en relación a la construcción de dichos roles y relaciones. 

			Primer silencio feminista y participación política de las mujeres

			Cuando las mujeres chilenas obtienen finalmente el derecho a voto y a ser candidatas en todas las elecciones nacionales (presidencial y parlamentarias) en 1949, ya habían podido participar de varias elecciones municipales. De hecho, como ya lo había señalado antes, el derecho a voto en las elecciones municipales lo obtienen por el decreto de 1931, que se transforma en la nueva Ley 5357 sobre Elecciones Municipales de 1934. Dicha ley reinstaura la elección de los alcaldes y regidores luego de diez años en que las autoridades municipales habían sido designadas por el poder ejecutivo, y crea, además del «registro político», que es la lista electoral para todas las elecciones, un «registro municipal», en que están las mujeres y los extranjeros. Para poder votar se debe tener más de 21 años, saber leer y disponer de una cédula de identidad, bastante cara en ese momento. En las primeras elecciones municipales posteriores a la ley, en 1935, sólo 9% de las nuevas votantes potenciales (mujeres y extranjeros) ejercieron su derecho68, lo que llevó a E. Gaviola & al. a afirmar que: «En definitiva, lo que realmente triunfó en estas elecciones fue la indiferencia del mundo femenil por participar en este evento»69. De las 98 mujeres candidatas en dicha elección, 25 fueron elegidas, de las cuales 16 eran del Partido Comunista. El Partido Conservador encabezó las elecciones en ambos registros electorales, lo que, a los ojos de la clase política, y a pesar de la poca participación femenina en la elección, «confirmó» su tendencia política conservadora. En las elecciones municipales de 1938, el Partido Conservador encabeza nuevamente los votos, y por lo tanto los puestos de regidores, y en mayor proporción en las votantes que en los votantes –aunque apenas hay un poco más de 74.000 votantes mujeres para 410.000 votantes hombres70–. Para las elecciones municipales de 1944, siguen siendo 8% de las votantes potenciales las que se inscribieron en las listas electorales71.

			Luego de la ley de 1949, que otorgaba el derecho a voto a las mujeres en todas las elecciones nacionales, el movimiento de mujeres y feministas sigue estando fuertemente activo, y las campañas de información (afiches, radio), de formación para el ejercicio de los derechos cívicos, de inscripción en las listas electorales, son implementados por la FECHIF, el MEMCH, el Partido Femenino Chileno y por las secciones femeninas de los partidos. En 1950, la primera mujer chilena es elegida en el parlamento: se trata de Inés Enríquez, diputada del Partido Radical. Y en 1953, María de la Cruz, presidenta del Partido Femenino Chileno (PFCH) es elegida senadora, después de ser candidata del Partido Democrático, respaldada activamente por el movimiento ibañista y por el PFCH. Ambas mujeres elegidas son objeto de intensas desestabilizaciones, como lo vimos para María de la Cruz. Inés Enríquez fue atacada por su estatus civil de «separada». La FECHIF había perdido validez, al negarse a pronunciarse sobre la prohibición del Partido Comunista por el gobierno (ley de 1948), y el MEMCH estaba también imbuido de profundas divisiones internas. El relevo asumido por el PFCH, que permitió un claro éxito electoral, se fractura entonces por estas incursiones incompletas de las mujeres en la política formal.

			Las mujeres chilenas participan por primera vez de una elección presidencial en 1952, y a pesar de una campaña electoral intensa, y de las actividades que estas organizan para apoyar a distintas candidatas, las mujeres solo alcanzan a representar 32% de los votos emitidos. E. Gaviola et al. argumentan que se trata de un tercio de las mujeres que tienen la posibilidad de votar. No obstante, lo cierto es que las mujeres votan en mayor medida por candidatos conservadores, incluso si Ibáñez es elegido con más votos masculinos que femeninos72. Ibáñez nombra a María Teresa del Canto ministra de Educación. El gobierno que le antecedía, de Gabriel González Videla, había nombrado a Adriana Olguín ministra de Justicia, y a Amanda Labarca, embajadora de Chile en Estados Unidos. 

			En las primeras elecciones en que participan las mujeres no se desmiente por lo tanto la idea de que tienen una tendencia conservadora, a pesar de su baja participación electoral. Para J. Kirkwood, ese voto conservador y el desafuero de María de la Cruz acentúan la desmovilización de las militantes, que se ven forzadas a reconocer su falta de preparación para el juego político en una «confesión de inmadurez»: «De allí en adelante [las mujeres] pasaron a integrar y sacralizar, como única manera justa, verdadera, de hacer política, la realizada desde los departamentos femeninos de los partidos tradicionales»73. En el periodo posterior de «silencio feminista», las mujeres activas políticamente militan al interior de los partidos, y los partidos, enfrentados a un nuevo electorado, intentan integrar a sus filas a las mujeres que hasta entonces no estaban implicadas en política.  Los partidos conservadores van a seguir cuidando sus relaciones con un electorado que consideran adquirido y por movilizar, mientras que los partidos de izquierda no se van a preocupar particularmente de las mujeres, percibidas como una fuerza de oposición al cambio. 

			De este modo, en el periodo que va de 1952 a 1973, nacen estructuras que buscan integrar a las mujeres a los proyectos políticos, económicos y sociales de la nación, estrechamente ligados a los partidos políticos de centro y a los conservadores. ¿De qué mujeres se trata? Retomando los modelos de las instituciones de caridad de la Iglesia, se busca movilizar a las mujeres de las clases populares urbanas, marginalizadas y obreras, por intermedio de mujeres de clases medias y altas, incluyendo a las profesionales. 

			Los Centros de Madres (CEMA)

			Los Centros de Madres (CEMA) son estructuras que surgen en la década de 1940 por iniciativa de la Iglesia, y consisten en la organización de grupos de mujeres en las poblaciones –barrios creados por las migraciones urbanas en las periferias de las grandes ciudades, particularmente de la capital–. Estos grupos se componían de mujeres de clases altas, que visitaban a las mujeres de las poblaciones y les traían comida, ropa, cosas para tejer, a cambio de que ellas asistieran a misa y, sobre todo, pasarán la voz sobre el rol de mujer y de madre. En los términos de Carmen Gloria Aguayo de Sota74, las «señoritas» visitaban a las «mujercitas»75. Al poco tiempo, un cura jesuita instaura el programa Centro de Madres Techo, convirtiendo esas reuniones en talleres de costura productiva, con locales independientes de la iglesia, que permitían asegurarles un sueldo a las mujeres de las poblaciones, reforzando a su vez la visión tradicional del rol de las mujeres (dotadas de talentos domésticos más que de competencias productivas, y otorgando un ingreso adicional a los hogares). Pero es el Partido Demócrata Cristiano que se impone como partido de centro en los años 1960, en desmedro del Partido Radical, el que institucionaliza los CEMA, que desde entonces se multiplican en todas las poblaciones, con o sin máquinas de coser, convirtiéndose en espacios de intercambio entre las mujeres. E. Frei Montalva promete en la campaña presidencial de 1964, que antecede su elección, una máquina de coser para cada mujer chilena. Los CEMA abastecen con sus costuras a hospitales y escuelas. Bajo el gobierno de la Unidad Popular (UP), frente a la escasez de alimentos provocada por la estrategia de ahogo económico de la derecha y de la oligarquía chilena, apoyada activamente por Estados Unidos, los CEMA constituyen las bases de organización de las Juntas de Abastecimiento y Precios (JAP). Pero los CEMA son también la base organizacional de los movimientos de mujeres anti-UP que llamaban el golpe de Estado76. 

			Se puede afirmar, con S. Franceschet77, que aunque los CEMA movilizan a las mujeres desde los roles sociales de la maternidad (mobilized mothers) sin cuestionar la división sexual del trabajo o la frontera existente entre participación en la esfera formal –propiamente «política»– e informal, que es más bien social, están en el origen de la organización de las mujeres de los barrios populares en los años 1980. Inicialmente para sobrevivir en un contexto de crisis económica y de brutal represión de la dictadura, pero también para la construcción democrática y para redefinir su ciudadanía. 

			En este mismo periodo se observa la institucionalización y la cristalización de un esquema recurrente, según S. Franceschet, en la relación entre el Estado chileno y las mujeres, que es funcional a las diferencias de clases entre ellas: las mujeres se incorporan al espacio público por su trabajo comunitario y de reproducción social, como intermediarias entre los beneficiarios de las prestaciones sociales y el Estado. Ella escribe: 

			En ese contexto, las mujeres se transformaron en un vínculo esencial a través del cual los ciudadanos se relacionaban al Estado. Una de las respuestas más importantes del Estado al tema de la pobreza fue la organización de las mujeres de los sectores populares. Eso instaló un esquema que sería recurrente en Chile: el Estado proveería servicios a las familias, particularmente a las familias pobres, a través de mujeres organizadas sobre la base de sus responsabilidades en el cuidado de las personas [caretaking]. […] Las mujeres de clase media y alta, se organizan para trabajar de forma ‘caritativa’ con las mujeres de sectores populares, y estas se relacionan cada vez más con el Estado a través de los servicios que se les brindan, en tanto madres de familias pobres y de clase obrera.78

			Volveré sobre este esquema y profundizaré esta discusión en los próximos capítulos de este libro. 

			C. De la movilización de las mujeres a favor del golpe de Estado a la segunda ola feminista contra la dictadura de Pinochet

			El golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973, perpetrado por una Junta militar compuesta por los comandantes en jefe de las cuatro diferentes ramas de las fuerzas armadas y de orden, pone término brutalmente a la experiencia de la «vía chilena al socialismo» instaurada por el gobierno de la Unidad Popular desde 1970, con la dirección del presidente Salvador Allende Gossens.

			La toma del poder por parte de los militares se piensa inicialmente, por los autores y defensores del golpe, como una etapa para «restablecer el orden», a la que le seguiría un restablecimiento de los procedimientos y procesos políticos democráticos. Se trataba por lo tanto de sacar al país del caos en el que se había introducido, particularmente en el plano económico, con la escasez y el racionamiento de alimentos de primera necesidad, y en el plano político, con la polarización de la sociedad en dos fracciones opuestas, la proliferación de milicias armadas, etc. Pero además, y por sobre todo, se trataba de poner término a la extensión del «cáncer marxista» que corroe y corrompe el cuerpo social, según la oligarquía nacional, y que podría ser una mancha negra para la región, modificando el equilibrio de poder de la Guerra fría, según los EEUU. 

			Sin embargo, lo que debía ser relativamente breve y «saludable» se transformó en una dictadura sangrienta y represiva de diecisiete años, bajo la mano dura del general Augusto Pinochet, modificando definitivamente las estructuras políticas, económicas, sociales y culturales de Chile. En el transcurso de ese largo periodo, la izquierda política es perseguida, desarticulada y obligada a la clandestinidad o al exilio para tratar de escapar a las detenciones, las torturas, asesinatos y desapariciones. Las estructuras económicas y sociales del país también se transforman radicalmente: se pondrá término definitivo al periodo de industrialización por sustitución de importaciones, y Chile será el laboratorio de las nuevas políticas económicas neoliberales concebidas por la Escuela de Chicago y que posteriormente se adoptarán como doctrina en las instituciones financieras de Bretton Woods, extendiéndose de esta manera a las economías capitalistas de todo el mundo. La economía se volverá a centrar en la exportación de recursos naturales y la importación de productos transformados con mayor valor agregado, mientras que las privatizaciones y las transferencias de competencias a niveles locales de gobierno (sin transferencia de recursos correspondientes) desmantelan el Estado de bienestar y las redes de protección social79. El trabajo de reproducción familiar y social recae por lo tanto directamente en la solidaridad familiar e interindividual, es decir en las mujeres. Además, la creciente cesantía que afecta sobre todo a los hombres, lleva a las mujeres a organizarse para asegurar el día a día, siendo una oportunidad de incursionar nuevamente en el espacio público. 

			Si bien los primeros años de la dictadura no permiten que emerja ninguna oposición o resistencia, la crisis económica de principios de 1980 precipita la aparición de un amplio movimiento de oposición al poder militar, que se hace visible en el transcurso de las protestas, a mediados de los años 1980. Este movimiento es liderado por diversos grupos sociales y sindicales, visto que no existe una oposición política recompuesta y visible. Las numerosas organizaciones de mujeres que nacen en ese periodo, en torno a tres grandes ejes de las movilizaciones (la violación de los derechos humanos, la sobrevivencia económica y el feminismo), participan activamente en la organización del movimiento de resistencia. Alcanzarán tal nivel de movilización política de mujeres de clases medias y populares, de diversas tendencias políticas de izquierda e incluso de centro, que un potente movimiento feminista y de mujeres contribuye a sostener la oposición de la dictadura y está presente en las negociaciones de la transición.

			La Unidad Popular: militantes revolucionarias versus mujeres que exigen la intervención militar 

			En general, las investigaciones sobre la participación de las mujeres en la Unidad Popular (1970-1973) insisten en que ésta no conllevaba proyectos de emancipación femenina: las militantes trabajaban en el proyecto revolucionario global al igual que sus compañeros, y como apoyo, en tareas que muchas veces se consideraban más femeninas (comunicación, logística, terreno social). De hecho, la liberación de las mujeres no es un objetivo de la revolución ni de las mujeres que se movilizan por ella. Las mujeres son efectivamente tomadas en cuenta en los programas sociales y en las estructuras políticas de la Unidad Popular, pero esencialmente en sus roles de madres, a través de programas de salud, el vaso de leche cotidiano para cada niño, de acceso a la cultura y al trabajo remunerado. Pero la división sexual del trabajo entre las esferas pública y privada, y al interior de cada esfera, no se cuestiona, y las maneras en que las mujeres se incorporan al proyecto revolucionario depende esencialmente de las clases sociales de las que provienen. La mayoría de las militantes son de clases medias educadas, y se vincularon con las ideologías revolucionarias y las estructuras políticas en la universidad. Las mujeres de las clases populares y obreras son vistas, ante todo, como las beneficiarias del programa de transformación social. La izquierda en bloque sigue percibiendo a las mujeres esencialmente como conservadoras y apegadas a valores tradicionales, por lo tanto su participación en el proceso revolucionario no se aprovecha en su totalidad80. El ejemplo más revelador, y el más citado, es frente a la Marcha de las Cacerolas Vacías en diciembre de 1971, la negativa del presidente Salvador Allende a las militantes de la UP que querían organizar una manifestación de mujeres para responder a las mujeres de la contrarrevolución81.

			Sin embargo, así como la experiencia de organización de las pobladoras en los CEMA es fundamental para la organización de grupos de sobrevivencia y su articulación con el gran movimiento de mujeres y feministas de oposición a la dictadura en los años 1980, la experiencia de las militantes de la UP es fundamental para la emergencia del movimiento de mujeres y feminista de los años 1980. Para Julie Shayne, la Unidad Popular y sus implicancias para las mujeres militantes, permitió el surgimiento en la década siguiente, de un «feminismo revolucionario», concepto que ella define como:

			un movimiento de base que es plural y autónomo en su estructura. Busca cuestionar el sexismo, que se considera inseparable de las estructuras políticas más importantes, que no se distinguen explícitamente como patriarcales, pero que, desde una perspectiva feminista, están intrínsecamente relacionados con la opresión de las mujeres. En ese sentido, el término revolucionario hace referencia literalmente al tipo de proceso histórico que permitió el desarrollo del movimiento feminista. […] Las feministas de El Salvador y de Chile tienen en común el hecho de que movimientos revolucionarios sentaron las bases políticas, ideológicas y logísticas de sus feminismos.82

			En el caso de la Unidad Popular, J. Shayne83 subraya inicialmente el lugar marginal que ocuparon las mujeres en la política formal, limitado a los sectores considerados de competencia femenina –ministerios sociales, comunicaciones, etc.–, luego, el uso de ideas naturalizadas de la feminidad y la asociación que se hacía entre mujer y maternidad en los programas de la UP, que tenían por destinatario directo o indirecto a las mujeres chilenas. Afirma además, que el surgimiento de un feminismo revolucionario en el periodo postallendista en Chile, se basa en las experiencias de participación de las mujeres durante la Unidad Popular, y en la confrontación con una versión más «dura» del patriarcado durante la dictadura, que implicó además, un cuestionamiento de las formas y los espacios de participación que se habían abierto durante la UP. 

			Sin embargo, durante la Unidad Popular, la experiencia de movilización política más visible permanece en el de las mujeres de la oligarquía y de la burguesía, contra el gobierno de Allende y sus políticas socialistas: utilizan una identidad política «femenina» que abarca algunos elementos del maternalismo y del marianismo, como el apoliticismo y los valores de las guardianas de la moralidad. Reclaman la intervención militar en un momento de crisis para salvar al país del caos, y enfrentan a los hombres poniendo en duda su masculinidad en la inacción frente al riesgo que estas vislumbran. Desde septiembre de 1970 hay manifestaciones de mujeres contra Allende84, vestidas de negro como símbolo de duelo por la muerte de la democracia. Inicialmente se muestran autónomas frente a los partidos políticos, lo que se condice con su rechazo de la inacción masculina, pero luego van a sumarse a acciones organizadas por Patria y Libertad85, particularmente en el periodo que antecede la confirmación por el poder legislativo de la elección de Allende. Luego, varias organizaciones femeninas se crean: el Frente Democrático de Mujeres; la organización Cívico-Popular «Solidaridad, Orden y Libertad» (SOL); el Frente Femenino, y el Frente Femenino Patria y Libertad. Su momento de mayor notoriedad fue la Marcha de las Cacerolas Vacías: el 1ero de diciembre de 1971, durante la visita de Fidel Castro en Chile, reunió al menos a 5.000 mujeres, entre las que están las principales líderes femeninas y mujeres dirigentas de los partidos de oposición, armadas con ollas y sartenes para simbolizar la escasez de alimentos de primera necesidad. Pero se había autorizado, al mismo tiempo, una contra-protesta en un recorrido que prometía el choque de ambas marchas. Y es lo que sucedió, las «momias»86 fueron atacadas por las brigadas juveniles de la UP que repartieron golpes y se enfrentaron con armas blancas. A eso se agregaron luego las bombas lacrimógenas y las fuerzas especiales de la policía. Una mujer fue golpeada al punto de perder el habla. Los enfrentamientos provocaron una gran polémica, y obligaron a Salvador Allende a declarar el estado de sitio en Santiago, y que el general Pinochet asumiera el control de la zona. Desde ese momento, las protestas se mantuvieron durante las semanas siguientes, y las ollas sonaban en la noche en barrios enteros, convirtiéndose en un símbolo político fuerte. 

			L. Baldez analiza la importancia de la obtención del apoyo de las mujeres al proyecto político de la Unidad Popular. Este objetivo lleva al gobierno de la UP a tomar una serie de medidas que promuevan su adhesión y a desarrollar una retórica de liberación femenina mezclada con el enaltecimiento de los roles maternos y de las virtudes catalogadas como femeninas. Este proyecto fracasa sin embargo, porque no se considera como una problemática revolucionaria real, y se plantea como distracción al tema de la lucha de clases. Baldez afirma entonces que existe una tensión fundamental en los esfuerzos de la izquierda hacia las mujeres:

			los líderes de la izquierda intentan reconquistar a las mujeres alejándolas de la derecha, pero fracasaron porque al recurrir a la ideología del conflicto de clases, ésta tomaba sistemáticamente preeminencia por sobre las reivindicaciones basadas en el género. No supieron elaborar una manera de presentar este llamado en términos que hicieran eco a los deseos de las mujeres, manteniendo una perspectiva basada en la clase.87

			La segunda ola feminista chilena: «Democracia en el país y en la casa»

			La segunda ola feminista chilena se inscribe en el contexto de un gran movimiento de mujeres y feminista, heterogéneo, federado por el objetivo unitario de oposición a la dictadura del general Pinochet. Varios elementos contribuyen a la aparición de este movimiento, que hace parte de un movimiento social más amplio, compuesto por los sindicatos, organizaciones de secundaria y estudiantes universitarios, organizaciones comunitarias y populares. Primero, está la ausencia de los partidos políticos de oposición en el ámbito público, empujados a la clandestinidad y desarticulados por la eliminación, a menudo literal, de sus dirigentes y dirigentas. Luego, está la crisis económica de 1982-1983, que afectó mucho a la sociedad chilena después del tratamiento de shock de la economía bajo los preceptos neoliberales de la escuela de Chicago, y que implicó el desmantelamiento del Estado de Bienestar, la privatización de los servicios públicos y de los servicios urbanos en red (educación, salud, pensiones, agua, electricidad). Finalmente, están las actividades desarrolladas por las instituciones «paraguas», como la Iglesia católica, que permitieron que la oposición se constituyera y tomara forma. 

			El desarrollo del movimiento de mujeres y feministas de los años 1980 está íntimamente ligado con la evolución del contexto político, económico y social de la dictadura. Sandra Palestro88 define cuatro fases de la dictadura que se pueden relacionar con la aparición de diferentes organizaciones de mujeres: durante el periodo de represión generalizado, 1973-1976, nacen las organizaciones de protesta contra los arrestos, las torturas y las desapariciones de los y las militantes de izquierda y sus cercanos, con la ayuda y protección de la Iglesia católica. Se trata de la Agrupación de Mujeres Democráticas y de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (AFDD). Entre 1976 y 1980, la dictadura entra en una fase de represión selectiva y de institucionalización, y de las organizaciones de sobrevivencia así como de las primeras organizaciones feministas nace el Círculo de Estudios de la Mujer, en la Vicaría de la Solidaridad, y el Comité de Defensa de los Derechos de la Mujer (CODEM). La tercera fase, de 1982-1986, corresponde al periodo de crisis económica y contestación social, en que las organizaciones de mujeres y de feministas se multiplican (Movimiento de Mujeres Pobladoras - MOMUPO; Mujeres de Chile - MUDECHI; Movimiento Feminista) y se agrupan en organizaciones transversales de coordinación (Mujeres por la Vida; Movimiento por la Emancipación de la Mujer Chilena – MEMCH’83). Durante la última fase, 1987-1989, esas organizaciones trabajan para elaborar una base de demandas y transmitirlas a los partidos políticos y a las coaliciones que participan de las negociaciones con el poder militar para salir de la dictadura. En esta óptica, nacen organizaciones de mujeres tales como la Concertación de Mujeres por la Democracia, y las divisiones al interior del movimiento comienzan a vislumbrarse, particularmente en torno a la discordia entre «políticas» y feministas.

			El movimiento de mujeres y feminista de los años 1980 se compone por lo tanto de diversas organizaciones que reúnen a mujeres con identidades sociales y políticas heterogéneas: Bérengère Marques-Pereira y Florence Raes89 proponen una tipología tridimensional de este movimiento, con las organizaciones de defensa de los derechos humanos, las organizaciones de sobrevivencia popular y finalmente las organizaciones feministas. 

			Si bien existe un movimiento de mujeres en el que la movilización se hace desde los roles de género tradicionales (madres, esposas, etc.) y desde la reapropiación por parte de las mujeres de la reproducción familiar y social, en línea con las prescripciones culturales de  género, y otro movimiento propiamente «feminista», compuesto por muchas mujeres retornadas que tuvieron contacto con los movimientos feministas norteamericanos o europeos durante el exilio,  todas estas mujeres se reagrupan en torno a la exigencia de «Democracia en el país y en la casa» y de «Sin mujeres no hay democracia». Trazar una línea de separación en dicho movimiento que distinga entre intereses prácticos e intereses estratégicos, según la tipología propuesta por Maxine Molyneux90, o partir de la diferencia entre consciencia femenina y feminista como sugiere T. Kaplan91, no es evidente. De hecho, por una parte, las organizaciones comunitarias de sobrevivencia y las organizaciones de protesta contra las violaciones de los derechos humanos son incontestablemente la expresión de una politización de las relaciones sociales de sexo. Así lo subraya B. Marques-Pereira, cuando sostiene que estos movimientos politizan lo social, hacen público lo privado y politizan lo corporal92
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